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Es del dominio público el interés que el Estado mexicano ha puesto recientemente en los asentamientos humanos y en definir una política en relación a ese problema. Asimismo, es evidente que este hecho coincide y es parte, en realidad, de la preocupación mundial, acerca del “habitat”, como se demostró en estos días con la realización de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre los asentamientos Humanos, del 31 de mayo al 11 de junio del presente año, en Vancouver, Canadá.

En verdad, tanto a nivel mundial como nacional, si bien con sus diferencias en el modo de plantear la cuestión, se parte del reconocimiento del deterioro acelerado que han venido sufriendo los asentamientos humanos en la inmensa mayoría de los países, sobre todo en las últimas décadas. Cabe apuntar de entrada, que si bien tal preocupación internacional –vía ONU- es harto significativa, la problemática de los asentamientos es bastante diversa en las diferentes naciones y depende, naturalmente de sus modos de producción, de su lugar en los “sistemas” económico-políticos mundiales, de su política interna, en fin, de las peculiaridades de su procesos históricos. Esto es por lo demás, obvio, de tal modo que se hace casi innecesario decirlo que el problema urbano de los países capitalistas “desarrollados” o “centrales”, y ni hablar de las distancias que se tienen en este problema con los países socialistas. Bástenos mencionar por el momento que la hiperurbanización, la macrocefalia urbana, la metropolización acompañada de la marginalidad acelerada y de una gran disparidad entre los diversos estratos urbanos, la proliferación de las “villas miseria”, “favelas”, “ciudades perdidas”, etc., se deben, o mejor dicho, son características estructurales, inherentes a la situación de dependencia económica y política de nuestros países capitalistas “subdesarrollados”, a la superexplotación de los trabajadores, al aumento del desempleo y el subempleo, a los profundos desequilibrios regionales y la disparidad campo-ciudad; fenómenos correlacionados y que habría sin lugar a dudas que jerarquizar, pero que así en su conjunto ilustran la realidad de la casi totalidad de los países del área latinoamericana.

De todos modos, y esto es en gran medida explicable por la actual correlación de fuerzas en las naciones unidas, las declaraciones oficiales del organismo internacional en torno a este problema, fueron, en el arranque mismo de la Conferencia, bastante expresivas, aunque sin abandonar del todo el tono “técnico”, “adiáforo” de su discurso, usual por cierto en el lenguaje diplomático de la coexistencia pacífica. Y tampoco, naturalmente, se aluden las causas más profundas del problema:

“Advirtiendo que la calidad de vida se halla determinada en grado considerable por la condición de los asentamientos humanos… Profundamente preocupada por las dificultades crecientes con que tropieza el mundo para satisfacer las necesidades y aspiraciones básicas de los pueblos en consonancia con los principios de la dignidad humana… Recordando las recomendaciones de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el medio humano, la Conferencia mundial de población… y reafirmando los lazos de solidaridad internacional y la voluntad de las naciones de mejorar la calidad de la vida para toda la humanidad, ...Reconoce que son inaceptables las circunstancias de la vida de un gran número de personas en los asentamientos humanos y que, si no se toman medidas positivas y concretas a nivel nacional e internacional para hallar y aplicar soluciones, es probable que esas condiciones empeoren aún más, porque continuarán: El aumento de la población… el desarrollo económico desequilibrado… La rápida urbanización improvisada… La dispersión rural… Unas condiciones sociales, ecológicas y ambientales ejemplificadas por la segregación social, la ruptura de las relaciones sociales y de los valores culturales tradicionales y el aumento de la degradación de los recursos necesarios para la vida en el aire, el agua y la tierra.” (declaración de Principios. Conferencia de las UN sobre Asentamientos Humanos A/CONF. 70/4 Vancouver, 1976, pág. 3)
Estas cuestiones plantean un “desafío”, continúa diciendo la Declaración, mismo que deberá afrontarse mediante una serie de medidas como lo son, en su planteo más general, las siguientes: “Adopción de políticas y estrategias de asentamientos humanos que sean audaces, significativas y eficaces, y que se ajusten en forma realista a las condiciones locales; la creación de asentamientos más habitables, atractivos y eficientes erigidos a escala humana y que brinden justicia social a cada persona; la creación de posibilidades para la participación efectiva de todos los habitantes en la planificación, construcción y administración de los asentamientos humanos; la elaboración de criterios nuevos para la formulación y aplicación de programas de asentamientos en que se empleen más adecuadamente la ciencia y la tecnología; la utilización de medios de comunicación sin precedentes para el intercambio de conocimientos y experiencia en la esfera de los asentamientos humanos; la consolidación de vínculos de cooperación internacional, tanto a escala regional como mundial,” (cit.)

El gobierno mexicano llegó a la Conferencia con una posición general ciertamente significativa para los países del “Tercer Mundo”, aunque naturalmente, no exenta de gatopardismo. Podríamos esbozar sus rasgos fundamentales de la manera siguiente: a). –El problema urbano no es un hecho autónomo, es un eslabón más “incluso no el mayor”, “de una cadena de hechos materiales que constituyen la realidad de nuestro tiempo y que se refleja en la ciudad perdida, en el tugurio”; b). –No se puede separar ese fenómeno “del desempleo, la ignorancia, la insalubridad, la explosión demográfica, la subalimentación o el hambre de las grandes mayorías de la tierra”; c).-En las actuales circunstancias no son suficientes los “esfuerzos nacionales aislados para corregir fenómenos cuyo origen estructural se ubica más allá de nuestras fronteras”; d). –Por lo tanto, no habrá soluciones de fondo “si permanecemos sujetos al irracional sistema vigente de las relaciones internacionales”; e).-El problema de la urbanización es diferente para las “naciones ricas” que para las “naciones pobres”. El “urbanismo del Tercer Mundo”, es el resultado de “un sistema enajenado de una economía impuesta, sujeta a los intereses metropolitanos fincados en la acumulación de riqueza y de poder, en la especulación y el desperdicio”; f). –El “colonialismo interno” y la “injusticia en las relaciones económicas internacionales” condenan a nuestros pueblos al 2desempleo y la marginalidad”, por lo tanto, g). –“Si esta Conferencia ha de ofrecer opciones válidas, éstas tendrán que apartarse de etnocentrismos metropolitanos y formularse desde posiciones democráticas”; h). –Hasta el momento los países desarrollados “han tenido el poder para salir más favorecidos de crisis coyunturales, sometiendo a las grandes masas mundiales a condiciones aún más rigurosas de pobreza”; i). –Si no realizamos cambios cualitativos, por la vía de “la negociación y el entendimiento”, “seremos conducidos irremisiblemente a la violencia”; j). –Al tiempo que mantenemos nuestra actitud de diálogo con los países poderosos, “los países del tercer mundo debemos avanzar en forma inmediata en nuestras propias relaciones de coordinación y solidaridad”. (Discurso del Lic. Luis Echeverría Álvarez ante la Conferencia de las naciones Unidas sobre los Asentamientos Humanos, Vancouver, 31 de mayo de 1976.)
Cabe hacer notar además, que la participación mexicana, sobre todo y fundamentalmente en el “Foro No-gubernamental” del “Hábitat”, que se llevó paralelamente a la realización de la Conferencia de los gobiernos, y en el que intervinieron instituciones de diversa índole, en principio no ligadas con los organismos oficiales de sus países, fue en buena medida relevante, en razón de su liga con el “bloque del Tercer Mundo”, y a través de algunos de sus componentes.
Por su parte, es bien sabido –y en esto se hizo hincapié- que el Estado mexicano había aprobado, unos cuantos días antes de la realización de la conferencia, una ley para ordenar y regular los asentamientos humanos, y que naturalmente, significa ya la base o el instrumento jurídico para implementar toda una política en ese aspecto. Se trata obviamente de una serie de articulados dirigidos hacia el orden interno de la nación, y si bien, las posiciones en materia de política internacional del actual gobierno son una voz relevante de los países del “tercer Mundo”, el contenido de la ley referida presenta toda una serie de implicaciones y significados que se hace necesario ubicar y examinar, ya que están colocados en el marco del reforzamiento del modo de producción capitalista en nuestro país, aunque con sus peculiaridades, lo que acarrea, en rigor un nudo contradictorio nada fácil de deshacer en las actuales condiciones de México, y que colocan a las acciones propuestas por el estado, en la ya aludida posición “gatopardesca”.

La Ley General de Asentamientos Humanos

Y bien, ¿cuál es el significado, digámoslo así, histórico, de la nueva ley, cuál es, a juicio nuestro, su ubicación dentro de la política reciente del régimen?

La Ley General de Asentamientos Humanos, forma, sin lugar a dudas –puesto que no es un hecho aislado- de la estrategia que el actual régimen ha diseñado para tratar de sacar a flote el modelo de desarrollo del país, mismo que, como ha sido reconocido por los propios voceros oficiales, se encuentra, a partir de los setenta – aunque su agotamiento se deja ver ya poco después de iniciada la década de los cincuenta, con altas y bajas-, en un periodo de crisis. Naturalmente, nos estamos refiriendo a la presencia del modo de producción capitalista, en esta última etapa de su proceso.

I. –El marco general. Efectivamente, el esquema de la “industrialización nacional” sobre la base de la sustitución de importaciones de productos de la industria liviana (y que como está ya demostrado es una de las formas del capitalismo dependiente), ha visto deteriorado su desarrollo en forma acelerada, al tiempo que la fórmula política de la Unidad Nacional (el pacto de las clases sociales de la Revolución Mexicana), se ha venido descomponiendo, en íntima trabazón con el primer fenómeno, de manera sensible. Con esto queremos decir, naturalmente, que la crisis incluye no sólo a los procesos económicos, sino también a los políticos.
Insistiendo en la economía, habría que apuntar aquí que para ningún estudioso, o simplemente observador atento, es ajena la angustiosa situación en el campo, ante los efectos de la incapacidad del capitalismo agrícola de coadyuvar al desarrollo regional homogéneo, satisfactor de las necesidades del consumo interno de los grandes sectores populares. Pues como lo menciona, entre otros, Rolando Cordera:

“… la pobreza campesina expresa, en síntesis, la operación brutal del desarrollo desigual –y combinado- del capitalismo agrícola. Es la operación de esta ley, concretada en ritmos diferenciales de acumulación dentro de la agricultura, la que permite explicar la célebre “polarización” del campo en México. En el presente, este fenómeno se ha concretado, además de en la pobreza campesina tradicional, en una crisis abierta del sector agrícola, que produce alimentos para el mercado interno, provocando, en lo inmediato, la precipitación de las tendencias inflacionarias latentes desde fines de la década pasada, así como a una presión adicional sobre las disponibilidades de divisas, también en franco deterioro en los últimos años.” (Los límites del reformismo: la crisis del capitalismo en México, en Cuadernos Político, No. 2, Era, oct.-dic. 1974)

Por otra parte, es algo también ya demostrado por los economistas, que estamos muy lejos de haber roto con los lazos de dependencia industrial, a nivel de las inversiones y a nivel del empleo de tecnología extranjera. Estudiosos de problema social en general como Julio Labastida, e investigadores de la importancia de Arnaldo Córdova, han hecho ver que, fuera del rescate de las riquezas naturales –el petróleo fundamentalmente- se tiene como una línea incluso “natural” de los regímenes de la revolución, que en los demás renglones de la economía mexicana, penetre el capital extranjero, “siempre y cuando sea respetuoso con nuestras leyes” (Arnoldo Córdova), La ideología de la revolución Mexicana, era, 1973. Julio Labastida, Nacionalismo reformista en México, Cuadernos Políticos, No. 3, ene.-marz., 1975).
La dependencia pues, está concretada, en la base, por la presencia del capital extranjero en casi todas las ramas importantes de la industria, que opera a través de formas variadas, por ejemplo: inversiones directas –ésta tiende a disminuir-, sociedades de las empresas privadas o estatales con extranjeras, o ambas, etc. Otro hecho ya mencionado es la transferencia de tecnología, en condiciones desventajosas para la industria nacional. Además, por la cadena de hechos que acarrea este estado de cosas y que más adelante delinearemos.

La dependencia coloca a la economía a expensas de los avatares y la política de los centros económicos y en esta etapa de agotamiento de la sustitución de importaciones aquello fenómenos están caracterizados –como lo señala Boris Rofman- por “la recomposición del mercado financiero de las economías centrales y las nuevas condiciones impuestas al mercado comercial y de inversiones por la potencia homogénea en el sistema capitalista internacional.” (Los Estados Unidos, paréntesis nuestro.) (B. Rofman, Dependencia, estructura de poder y formación regional en América Latina, siglo XXI, 1974, p. 205)

“De esa manera, los desequilibrios económico-financieros afectan de modo directo e inmediato la reproducción de capital, en particular de su fracción monopólica” (Cordera, Cit). La inoperancia de la producción acarrea consecuencias asimismo en las empresas de intervención estatal, así como hace entrar en la crisis al bloque de propietarios de empresas medias y pequeñas, el que, como se sabe, además, ha sido fuente de apoyo político del régimen. Las cuestiones mencionadas, a la par con el endeudamiento creciente con respecto al exterior y el avance inflacionario, el debilitamiento del mercado interno, han suscitado, naturalmente una crisis política que se manifiesta precisamente en la pérdida de confianza (la “crisis de confianza”) de la iniciativa privada hacia el régimen, y naturalmente, en el descontento de quienes sufren de modo más directo y agudo las consecuencias de tal estado de cosas: las masas populares, la gran mayoría de la población.
Aún resuenan las palabras del maestro Jesús Silva Herzog, quien en el encuentro de economistas celebrado el mes de junio, y ante el propio presidente de la república, expresó:

“… en el país existe una minoría privilegiada, cada vez más fuerte, cada vez más soberbia, frente a millares de compatriotas, para quienes se han hecho todos los males de la tierra y ninguno de sus bienes… el año pasado había 12 millones de analfabetas, 20 millones de desnutrido y 50 % de mexicanos sin ningún servicio médico.” (Excélsior, 20 de junio de 1976).

En efecto, lo anterior se ilustra, aunque con la palidez de las imágenes cuantitativas, en los desequilibrios acelerados de la distribución del ingreso: en 1950, el 50 % de la población percibía el 19.1 % del ingreso nacional, en tanto que en 1963, percibía el 15.7% y en 1969, solamente el 15%. Al mismo tiempo, en 1950, el 20% de la población participaba del 58.8% del ingreso, en 1963 ese porcentaje de la población participaba con el 62.2% y en 1969, el porciento del ingreso había aumentado, para el mismo porcentaje de población, al 64%.
II. –Los asentamientos humanos. Obviamente, el estado que guardan los asentamientos humanos, es parte de esta situación apenas aquí esbozada. Efectivamente, los asentamientos humanos, los núcleos de población, las ciudades, no son –como lo postula una influyente línea de investigación –la simple proyección de la sociedad en el espacio, sino que constituyen, en rigor la propia sociedad en términos espaciales. Los asentamientos son pues, formas específicas de la existencia espacial de la sociedad, de tal modo que no exista dicotomía entre “sociedad” y “espacio”. La producción material con todas sus implicaciones se da a través del tiempo y del espacio, siendo espacial y temporal ella misma. El aparato superestructural, las instancias jurídico-políticas-administrativas, la ideología, etc., tienen también formas espaciales de existencia que se manifiesta en los objetos, en los locales en los edificios, en la ciudad, los “asentamientos” son, como se ha pretendido demostrar en otra parte R. López Rangel, Arquitectura y subdesarrollo en América Latina, UAP, 1975), medio de producción –por lo general “en sentido amplio”- y superstructuras ideológicas al mismo tiempo.
Y de esa manera, el desequilibrio del sistema urbano-regional, la “polarización”, la dicotomía campo-ciudad, la acelerada penuria de la vivienda y de servicios, la insuficiencia de equipamiento urbano, y sobre todo, la gran disparidad entre las zonas urbanas, constituyen en gran medida y sin lugar a dudas, la existencia espacial-regional-urbano-edificatoria-arquitectónica de una sociedad dividida en clases y expresan de manera clara el papel que esas clases y capas juegan en el diseño que del modelo productivo y político ha realizado la clase dominante, así como el juego de fuerzas suscitado por ese hecho, incluyendo naturalmente a sus instancias político-ideológicas.

Y aquel diseño, tal como se ha venido expresando, está en crisis. Crisis que, como hemos visto no sólo afecta a las grandes mayorías explotadas (superexplotadas como diría Ruy Mauro Marini), desempleadas y subempleadas (la marginalidad abarca poco más del 30% de la población), sino que afecta también a la clase dominante, al estado mismo.

III. – La alternativa del estado y los asentamientos humanos. No es difícil ya entender que en estas condiciones, el Estado mexicano esté buscando una fórmula para salir del estancamiento y revitalizar el sistema. Y queda claro ya que la salida que se ha estado planteando no significa, en rigor la ruptura de la dependencia, la ruptura radical, valga la expresión, sino más bien un reacomodo, una redefinición de la misma, sobre nuevos términos, basados en una participación más agresiva del sector estatal en el desarrollo capitalista del país.

Sobre esta base, la estrategia del actual régimen es un intento de combinar, dentro de la línea de evitar al máximo, como son: el incremento de la producción manufacturera y la creación de ciertas bases para planes de mayor profundidad y autonomía para el capitalismo mexicano (como la creación de la siderúrgica Lázaro Cárdenas); la reubicación del mercado exterior (la “apertura” hacia países que se encuentran fuera de la hegemonía norteamericana –incluyendo como es sabido, a los socialistas- y hacia las naciones del “Tercer Mundo”); la explotación colectiva de la agricultura en término capitalistas. De modo concomitante, el saneamiento de los sistemas de reproducción y mantenimiento de la fuerza de trabajo, hoy en grave deterioro y anarquía. (Nada menos que los asentamientos humanos). A la par, el fomento del ahorro interno y el aumento del poder de consumo de la población: en fin, el “desarrollo compartido”.

Es obvio que para poder implementar esa política, se impone necesariamente una redefinición ideológica, pero de manera indiscutible en la misma línea de la Revolución Mexicana. De igual forma, se hace indispensable el consenso y apoyo de grandes sectores de población hacia los planes estatales. Todo esto confiere un peculiar y “nuevo” acento a la ya tradicional fórmula de la “conciliación de las clases sociales” y al carácter populista del Estado.
Se va comprendiendo asimismo sin gran esfuerzo, la política que sobre los asentamientos humanos ha iniciado el régimen actual y cobra de igual manera su real significado, la ley recién aprobada.
Es evidente que no es posible concebir el “reacomodo” de la producción capitalista en el campo –y por cierto, también en las ciudades- sin una regulación y ordenamiento de los centros de población. La “polarización” que implica  la creación de nuevos centros productivos y la tendencia propuesta a la colectivización capitalista del agro, tendría que manifestarse espacialmente en forma forzosa. La estrategia productiva, lo que incluye la concepción de la estrategia misma, obtendrá así su expresión espacial.

La capitalización del suelo urbano va imponiendo en ese contexto su agilización mercantil, su consumibilidad en términos de la nueva estrategia. En este sentido la existencia de considerables extensiones ociosas en las ciudades, en larga espera de la maniobra especulativa frena en buena medida el proceso del consumo masivo inmediato y a corto plazo que el sistema está requiriendo ahora para su revitalización interna, significando también un obstáculo para la expedita disponibilidad de tierra para los programas de obras públicas. Empero, no se debe olvidar el hecho de que ya la simple declaración de llevar a cabo el control y “racionalización” del uso del suelo, está implicando fundamentalmente una más agresiva política contra los “invasores” urbanos (con dedicatoria a los invasores rurales, obviamente), contra los numerosos sectores marginados –producto mismo del sistema- que se posesionan “ilegalmente” de la tierra, empujados por la miseria, poniendo en serio peligro a la propiedad privada. (Las recientes declaraciones del secretario de la Presidencia, no deja ya la menor duda a este respecto. Excélsior, 22 jun. 1976). En este aspecto, la ley de asentamientos humanos se torna un instrumento para proteger la propiedad privada de la tierra y al mismo tiempo para facilitar su uso por los organismo estatales.

IV.- El trasfondo ideológico de la ley. Se hace indispensable, a estas alturas, el comentar el texto mismo de la Ley General de asentamientos Humanos, pero refiriéndonos, naturalmente, a aquellos articulados en los que a nuestro juicio, se encuentra lo que podríamos llamar su ideología.
En efecto, en su capítulo primero, se expone entre otras cosas: “Artículo 3º. –La ordenación y regulación de los asentamientos humanos tenderá a mejorar las condiciones de vida de la población urbana y rural, mediante:

I.- El aprovechamiento en beneficio social, de los elementos susceptibles de apropiación para hacer una distribución equitativa de la riqueza pública.” (Ley General de Asentamientos Humanos. Diario Oficial, miércoles 26 de mayo de 1976.)

De entrada, hay que subrayar que no es ni aislada ni casual la declaración, como objetivo de fondo de la ley, el mejoramiento de las condiciones de vida de la población. Pues en verdad, esto se inscribe en la línea ideológica de la Revolución Mexicana, desde sus inicios. (A. Córdova, op. Cit) Menos mal que se reconoce y se sigue manifestando, aún después de casi cinco décadas que de lo que se trata es de una cuestión de grado (al “mejorar”), y no de profundo cambio cualitativo, de eliminación de la explotación del hombre por el hombre. De ahí se desprende el que uno de los medios para lograr lo planteado sea el del “aprovechamiento de los medios naturales” con un criterio de equidad que bien puede estimarse en la medida del propio “mejoramiento”. O sea, en términos llanos: la riqueza se debe distribuir, en función de la estructura de clase, sin plantearse siquiera –pues eso significaría la caída en el exotismo- la abolición de la misma.

Es lógico que aquella política de equidad está involucrando al reparto de “beneficios y cargas” del desarrollo urbano, dentro de la intención de armonizar la relación campo-ciudad y reestructurar, por lo que el texto apunta, el sistema urbano, implicándolo en los planes de desarrollo:

“II. –El desarrollo equilibrado del país, armonizando la interrelación de la ciudad y el campo y distribuyendo equitativamente los beneficios y cargas del proceso del desarrollo urbano”, “III. – La distribución equilibrada de los centros de población en el Territorio Nacional, integrándolos en el marco del desarrollo nacional”; y  “IV. –La adecuada interrelación socioeconómica de ciudades en el sistema nacional.” (cit).

En primer lugar, de sobra sabemos que en las condiciones del sistema urbano del capitalismo dependiente, cualesquiera que sea su modalidad, la “carga” (los efectos negativos) del proceso urbano, cae fundamentalmente sobre las capas explotadas y los numerosos grupos marginados de los cinturones de miseria. Ya lo hemos dicho y se ha repetido hasta el cansancio, y es algo que a estas alturas casi no necesita demostración, el que la penuria de la vivienda, el equipamiento urbano deficitario, la insalubridad y el deterioro de las condiciones de vida que están implicados en ello, constituyen el “hábitat” –el indigno hábitat, valga la expresión- del proletariado y las capas populares en su conjunto. Asimismo, la heterogeneidad “ecológica” de las zonas de habitación de las capas altas de la población es la evidencia de nuestro régimen clasista. Esta situación (la situación urbana), es parte, como ya lo intentamos demostrar, de la estructura de la explotación del trabajo y expresa la profunda desigualdad de los ingresos y el bajísimo poder adquisitivo de los trabajadores. Es la expresión del dominio económico, político e ideológico de la burguesía; de tal manera que el significado que pueda tener –y el que realmente tiene- el “mejoramiento” de las condiciones de vida en los asentamientos a través del reajuste del sistema urbano, no es otro que el de pretender desasolvar la hoy empantanada fuente del mantenimiento y reproducción de las fuerzas de trabajo para la industria, la agricultura, y demás sectores del sistema. Ahora bien, el propósito de incluir una política definida de asentamientos dentro de las políticas de desarrollo, es algo que bien puede quedar como manifestación general. La cuestión a debatir aquí, es precisamente, el tipo, la concepción de desarrollo que se está aplicando, y que se pretenda aplicar en nuestro caso, y que por lo que hemos expuesto, está muy lejos de significar un cambio radical para el pueblo mexicano.
De esa manera, la interrelación “socioeconómica” de ciudades, será tanto o más adecuada en cuanto más exprese el  modelo de desarrollo del régimen.

La búsqueda de la eficacia en términos del mantenimiento y reproducción de la fuerza de trabajo, está perfectamente expresada en el punto que sigue:

“V. –La más eficiente interacción entre los sistemas de convivencia y de servicios en cada  centro de población, particularmente la creación y mejoramiento de condiciones favorables para la relación adecuada entre zonas industriales y de viviendas de trabajadores, el transporte entre ambos y las justas posibilidades entre trabajo y descanso.” (cit.)

La preocupación por el desproporcionado tamaño de las ciudades, la macrocefalia urbana y los problemas que esto acarrea ya para el desarrollo expedito de los planes del estado, se manifiesta nítidamente en los puntos VI y VII, a saber:

“VI. –El fomento de ciudades de dimensiones menores a fin de evitar las que por su desproporción producen impactos económicos negativos y grave deterioro social y humano.”
“VII. –La descongestión de las grandes urbes.”

Pero la cosa es que el profundo desequilibrio dimensional expresado en un desproporcionado índice de primacía de las ciudades principales, sobre todo de las metrópolis, es un fenómeno del mismo capitalismo dependiente, según ha sido ya demostrado por un buen número de investigadores (entre los más importantes se encuentran Manuel Castells, Jorge Ardió y el citado Boris Rofman). Citemos aquí solamente la conclusión de uno de los estudiosos mexicanos más documentados en la materia (y por cierto de los más ecuánimes), Luis Unikel, quien al comentar las causas y características específicas de las disparidades regionales (en las que se incluyen obviamente las del sistema urbano), y después de analizar una serie de factores incidentes en aquellas (el geográfico, el “histórico” y el político administrativo), nos dice:
“Todo parece indicar que las grandes disparidades en la distribución de los recursos humanos y de capital son parte integral del proceso de desarrollo capitalista en los países subdesarrollados.” (Luis Unikel, en colaboración con Gustavo Garza, El desarrollo urbano de México, el colegio de México, 1976, pág. 66.)

En efecto, la concentración espacial de inversiones en el campo y la superconcentración en las ciudades (así como la densificación de servicios, administrativa, et.) al no estar realizadas en términos de un desarrollo homogéneo, de aprovechamiento integral de los recursos y para la satisfacción de las necesidades de la población, sino en función de políticas de “consumo” del mercado capitalista, y sobre todo, en término del juego internacional del sistema (de acuerdo a los intereses extranjeros, de sus socios capitalistas locales y sufriendo los ires y venires del mercado externo), son fenómenos que se han expresado en aquella gran disparidad del crecimiento urbano y en el fenómeno de la metropolización. Por lo tanto, una política de regulación y control del tamaño de las ciudades tendría que ir, para ser verdaderamente eficaz, al fondo de la cuestión, lo que tendría que llevar, ni más ni menos (o más bien más que menos), a la ruptura total de los lazos de la dependencia, y a profundos, radicales cambios estructurales, lo cual, como ha quedado establecido, dista bastante de nuestra realidad. Por citar un ejemplo de cómo de aquella manera la aguda cuestión del tamaño de las ciudades se va resolviendo poco a poco, recordamos el caso de Cuba; en donde la ciudad de La Habana ha ido desacelerando su proceso de crecimiento en tanto las ciudades medias (Cienfuegos, Santa Clara, etc.) ven aumentar su población en función de todo un sistema productivo planificado integralmente en que se han hecho surgir también un buen número de nuevas localidades, de dimensiones pequeñas… (ver entre otros, Ardió, Cuba, camino abierto, Siglo XXI, o la ob. cit de Rafael López Rangel.)
Pasemos ahora al punto VIII: “El mejoramiento de la calidad de vida en la comunidad”. Aquí seguimos con el criterio político del mejoramiento como línea de la Revolución Mexicana ya expuesto; anotaremos solamente que en tanto no exista aquella solución de raíz (la ruptura de la dependencia como base para profundas transformaciones sociales), el mejoramiento seguirá teniendo dimensiones muy modestas… y cabe comentar ahora los puntos X y XI, dejando para el final el IX –que trata de la participación ciudadana- por su especial significación. Aquéllos se refieren nada menos que a la cuestión de la vivienda popular y a la regulación del mercado de los terrenos. En efecto:
“X. –La regulación del mercado de los terrenos. Además el de los inmuebles dedicados a la vivienda popular.”

“XI. – La promoción de obras para que todos los habitantes del país tengan una vivienda digna.”

Resulta cierto que el nivel de la vivienda es medida de la “calidad de vida”. Hemos visto asimismo el incremento de la política viviendística del régimen que está por terminar. Sin embargo, tal como lo hemos tratado de demostrar en otra parte, el problema de la vivienda es –como el de los asentamientos (en rigor es el mismo problema)- estructural fundamentalmente, y por tanto, mientras la edificación y venta masivas de habitaciones, por baratas que se ofrezcan, se realice mediante operaciones financieras tasadas por el lucro de los inversionistas y sin combatir a fondo la especulación con la tierra, con los materiales de construcción y con la construcción misma; en tanto no exista una poderosa y totalizadora industria de la construcción controlada por el poder público, y sobre todo, en tanto la política viviendística no se inserte en los profundos cambios estructurales de los que ya tanto estamos hablando, el déficit seguirá en crescendo; como lo demuestran los datos; y; en consecuencia la mejoría continuará magra.
Por lo que respecta a la regulación del mercado  de los terrenos, puede comprenderse su sentido con lo ya expuesto y que, sólo por insistir, se podría sintetizar así: para poder aunque sea mínimamente aplicar planes de desarrollo (como los planes urbanos nacional, estatales y municipales que postula la ley) urbano, se requiere tener un control del uso y destino de la tierra. La cuestión reside en qué tipo de uso se le asigne. Por otro lado, regulando el mercado, se tiende a su fluidez y agilización mercantiles, lo que coadyuvaría a desempantanar un tanto la crisis… En este preciso momento surge ante nosotros un detalle interesante: en la iniciativa de la ley, del 15 de diciembre de 1975, se hace clara y directamente referencia al fenómeno especulativo:

“… La regulación del mercado de los terrenos evitando su especulación y la de los inmuebles destinados a la habitación popular”. (cit.)

Como vemos, la frase subrayada de gran significado, se ha omitido en el texto definitivo, quizás por demasiado fuerte. ¿Se podría desprender de este hecho que los especuladores y los intereses más reaccionarios de la industria, la banca y el comercio – que se lanzaron como verdadera jauría contra la iniciativa, como todos presenciamos- obtuvieron una victoria con la redacción del texto definitivo? Quizá los comentario al punto que hemos dejado para el final, el de la “participación ciudadana”, junto a lo ya expuesto, puedan servirnos para intentar responder esa cuestión.

Pero veamos:

“IX. –La mayor participación ciudadana en la solución de los problemas que genera la convivencia en los asentamientos humanos.”
Esta medida se implementa en el Artículo 6:

“Art. 6. –Las Autoridades de los municipios, de las Entidades Federativas y de la Federación, promoverán la participación de los distintos grupos sociales que integran la comunidad, a través de sus organismos legalmente constituidos, en la elaboración de los planes que tengan por objeto la ordenación de los asentamientos humanos, según establezcan las leyes locales y lo dispuesto en la presente ley.”

No está de más, en primera instancia, el mencionar que la puesta en la mesa de la participación ciudadana se encuentra –como lo vimos- enclavada en el “espíritu de Vancouver”. Ahí se postulaba además entre los principios de su prefabricada Declaración, que tal cosa debería efectuarse como un pacto de “colaboración continua entre el gobierno y el pueblo”. (Declaración de Principios, cit…)

Resulta obvia la necesidad, sobre todo ahora en que los recursos de los países dependientes son tan exiguos, que tienen los gobiernos de nuestros países, de que la ciudadanía “colabore”. (bueno, el problema fundamentalmente, en nuestros casos, es más en el cómo se utilizan los recursos e incluso cómo se obtienen…). También resulta evidente la necesidad de declarar, e incluso –como México- de erigir la participación ciudadana en artículo de ley. A nosotros no nos cabe la menor duda de que tal participación no sólo es necesaria, sino además urgente. La cuestión reside en la manera de concebir esa participación, en la manera de plantearla y promoverla. En el caso de nuestro país, hasta ahora tal participación se ha dado, bajo la promoción del estado con la fórmula de la conciliación de las clases sociales y en un marco de autoritarismo definitivo. Lo acontecido en torno a la iniciativa  de ley de asentamientos es revelador: primero se desata la jauría de la ultrarreacción (cuyo punto de arranque, como es del dominio público, lo fue la reunión empresarial del 21 de febrero, en la ciudad de Monterrey). Al mismo tiempo, o casi al mismo tiempo, sus portavoces, su intelligentzia, editan una compilación de “comentarios, críticas y estudios jurídicos” de la propia ley (y de la de desarrollo Urbano del D.F.) en la que se sostiene de manera tajante el rechazo al intervencionismo estatal:
“El repudio al proyecto de Ley de Asentamientos Humanos es general, y este pequeño esfuerzo (ase refiere al folleto) servirá como información a todos aquellos que se interesan por la mengua de sus derechos y libertades, mengua que especialmente en los últimos años, se ha venido observando en nuestro país a través de multitud de reformas legales, fiscales y de todo género mediante los cuales, el Estado avanza y el ciudadano retrocede”. (Lic. Agustín Navarro, La Ley General de Asentamientos Humanos. Cuaderno No. 3 de Investigaciones Científicas del Instituto de la Opinión Pública Mexicana A. C. Ed. Tradición, S. A., México, marzo 1976. Nota. Los subrayados de la cita son nuestros.
En fin, según “la patronal”, la iniciativa de ley es violatoria a la constitución, atenta contra la propiedad privada, es de inspiración marxista, etc., etc.

Después de la violenta y agresiva respuesta del propio presidente Luis Echeverría a la declaración de Monterrey, se vino el intercambio, la “guerra” de papel en lo que en tanto a los apoyos incondicionales de las organizaciones de masas controladas por el gobierno, proliferaban, los desplegados de los impugnadores patronales fueron bajando rápidamente de tono. Resultaba evidente que por su parte, en las discusiones oficiales para la redacción del texto definitivo, las opiniones de los derechistas descontentos se tomaban muy en cuenta, hasta que finalmente fue aprobada la ley, con las modificaciones “pertinentes”, el 20 de mayo del presente año. Resulta altamente significativo que el Centro Patronal de Jalisco, por boca de su director, el Ing. Agustín de la Garza, al “comentar hoy la aprobación de la Ley General de asentamientos Humanos” declaró:

“… las reformas que se hicieron al proyecto, dejaron contento al sector privado”, y agregó: “creemos que se logró bastante, al hacer modificaciones en cuestiones que eran atentatorias a la propiedad privada y también en otros asuntos que no estábamos de acuerdo porque eran nebulosos y porque quedaban al arbitrio de autoridades tan poco definidas para que las interpretan.” (Se refiere en esto último a las atribuciones de los municipios, que contemplaba el proyecto.) (Excélsior, 23 de mayo de 1976).

Por su parte, las comisiones oficiales que estudiaron la iniciativa de ley declararon, el día de su aprobación por parte del Senado de la República, que en la ley definitiva
“… se ha suprimido toda duda  como las surgidas en sectores de la iniciativa privada interesada en este problema sobre excesos de atribuciones a las autoridades municipales…”

Se habían adelantado a declarar, por supuesto, que

“…salvo los casos previstos en el artículo 27 constitucional la Ley operará con absoluto respecto a la propiedad privada.” Subrayado nuestro. (Excélsior, 28 de mayo de 1976).

O sea: la fórmula de la “conciliación” se había impuesto, superando –por el momento- un conflicto que se había iniciado tempestuosamente. Encaja aquí, además, la aguda observación de Arnaldo Córdova en el sentido de que los empresario mexicanos, tarde se dan cuenta de quienes son los beneficiarios de la política del Estado.

Sin embargo, lo que quedó pendiente, en el “aire”, fue el conjunto de críticas y observaciones hechas desde un enfoque verdaderamente radical, independiente de los organismos estatales: organizaciones políticas, escritores, analistas y editorialistas, cuya opinión nada tienen que ver con las de la ultraderecha sino que tienden a interpretar el sentir de amplias capas populares y medias. Opiniones que, con mayor o menor capacidad analítica, se identifican con los intereses de las grandes mayorías de la población, y que en este caso, presentaron posiciones dignas de tomarse en cuenta. En general, y disculpándonos de antemano por “meterlas en un mismo saco”, podríamos afirmar que coinciden en la insuficiencia de la iniciativa, algunas mencionan su carácter de apoyo al capitalismo y plantean la necesidad de llevar a cabo transformaciones más profundas –como una “verdadera reforma urbana”-, y en la urgencia de promover de manera eficaz la participación popular en la política de asentamientos. (Con la salvedad del “mismo saco", se destacaron las opiniones de R. Stavehhagen, Excélsior 9 de abril; Jorge Hernández Campos, excélsior 5 de abril; H. Castillo, excélsior 8 de abril. “Dinámica Habitacional”, COPEVI; PCM-MOS, en Oposición, 10 de abril, y muchas otras más.)
Sobre decir que esta corriente de opinión no pesó para la elaboración de la Ley, a juzgar por los resultados, y esto es tan obvio como la existencia de la determinación en última instancia de la coincidencia de intereses, entre el Estado y la clase dominante, aunque no desechamos la existencia de contradicciones en el seno mismo de aparato gubernamental.

En fin, la publicación de la iniciativa produjo un desatamiento de opiniones, que, lejos de haberse canalizado había un auténtico juego democrático, se llevó por los caminos tradicionales del estilo de trabajo de régimen. Sin embargo, la Ley en cuestión, por medio de su artículo 6, parece abrir una coyuntura a la participación democrática en la política de asentamientos. Coincidimos efectivamente con la opinión de que en nuestras actuales circunstancias históricas, una de las demandas inmediatas hacia la solución de la problemática de las grandes mayorías de México, estriba en el logro efectivo de la democratización  del país (lo que implica la lucha contra el charrismo, el aseguramiento y consolidación de la unidad popular y a favor del ejercicio real del derecho a la participación del pueblo en todas las instancias de la vida pública de la nación), puesto que pueden aprobarse los articulados que se quieran en torno a la “promoción de la participación ciudadana” –y menos mal que aún se aprueban- pero  en tanto se continúen aplicando en la práctica criterios discriminatorios, autoritarios y represivos contra los organismos verdaderamente independientes del estado, la participación se deforma y no se produce, incluso apoyándose en  proposiciones como “el reconocimiento de la opinión de los distintos grupos sociales legalmente constituidos”, puesto que, como se sabe, quien tiene la ley en la mano, tiene la autoridad para decidir acerca de la legalidad o ilegalidad de las organizaciones populares. En este caso de los asentamientos humanos, quienes participarían, en el actual estado de cosas, serían nada menos que los sectores patronales, a los que seguramente dejó satisfechos el Artículo 6. Así, el carácter pro capitalista de la ley, asegura su viabilidad.
De esto, por su parte, se deriva la importancia capital de la consolidación y desarrollo de la organización popular independiente. Por cierto que, en Vancouver, esta cuestión no fue hecha de lado. En realidad, en el “foro del Hábitat”, ante la sugestión inicial de la Conferencia acerca de la “colaboración entre pueblo y gobierno”, el grupo del III Mundo, en uno de sus momentos más radicales, aprobó un documento que expresa lo siguiente:

“… pensamos que las Naciones Unidas deben garantizar la participación popular en la toma de decisiones con respecto a las políticas nacionales sobre asentamientos humanos, recomendando a los gobiernos que haga efectiva la intervención de los sectores populares en el diseño y aplicación de los planes y programas que los involucran. Las Naciones Unidas tendrían así mismo que implementar la manera de lograr esos objetivos, así como el asegurar que se lleven a cabo bajo su supervisión, evaluaciones sistemáticas de la aplicación de esta recomendación.”

“Reiteramos, por último, el principio de la organización popular independiente y su lucha por la participación en la toma de decisiones con respecto a todos los aspectos de la vida económica, política y social de sus países, ya que esta es la única vía para lograr la transformación efectiva de la sociedad, y en consecuencia de los asentamientos humanos, y así superar las condiciones de miseria, analfabetismo, inaccesibilidad a la cultura, y de dominación imperialista, de los pueblos del Tercer Mundo.” (Carta Declaración del Tercer Mundo acerca de las Políticas Nacionales sobre Asentamientos Humanos, Vancouver, Canadá, “Foro del Hábitat” No-gubernamental, junio de 1976).
